

SEMINARIO DE DERECHO LOCAL.


INFORME EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE.

Autor: Antonio Eduardo Embid Tello.

Profesor Ayudante de Derecho Administrativo. Universidad Carlos III de Madrid.


Fecha: 17-12-2009.


SUMARIO:

I. NOVEDADES NORMATIVAS. 

1. Estado.

- Real Decreto 948/2009, de 5 de junio, por el que se determina la composición, funciones y las normas de funcionamiento del Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad (BOE núm. 149, de 20 de junio de 2009).

- Real Decreto 1036/2009, de 29 de junio, por el que se crea la Orden Civil del Mérito Medioambiental (BOE núm. 177 de 23 de julio de 2009).

- Real Decreto 1514/2009, de 2 de octubre, por el que se regula la protección de las aguas subterráneas contra la contaminación y el deterioro (BOE núm. 255 de 22 de octubre de 2009). 

- Real Decreto-Ley 13/2009, de 26 de octubre, por el que se crea el Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local (BOE núm. 259, de martes 27 de octubre de 2009).

2. Comunidades Autónomas. 

B) Cataluña: 

- Decreto Legislativo 1/2009, de 21 de julio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley reguladora de los residuos (DOGC núm. 5430, de 28 de julio de 2009). 

- Decreto 176/2009, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 16/2002, de 28 de junio de 2002, de protección contra la contaminación acústica y se adaptan sus anexos (DOGC núm. 5506, de 16 de noviembre de 2009).

G) La Rioja: 

- Ley 4/2009, de 20 de octubre, de aprovechamientos de recursos pastales de La Rioja. (BO. La Rioja núm. 132, de 23 de octubre de 2009).
J) Aragón: 

- Decreto 94/2009, de 26 de mayo, por el que se aprueba la revisión de las directrices sectoriales sobre actividades e instalaciones ganaderas (BOA núm. 106, de 5 de junio de 2009).

- Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón (BOA núm. 124, de 30 de junio de 2009). 

- Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón. (BOA núm. 124, de 30 de junio de 2009). 

- Ley 6/2009, de 6 de julio, de Centros de Ocio de Alta Capacidad de Aragón (BOA núm. 137, de 17 de julio de 2009). 

P) Castilla y León: 

- Decreto 32/2009, de 7 de mayo, por el que se regula la composición y funcionamiento de las Comisiones de Prevención Ambiental (BOCL núm. 88, de 13 de mayo de 2009).

- Ley 8/2009, de 16 de junio, de Transferencia de competencias entre la Comunidad Autónoma y las entidades locales de Castilla y León (BOCL de 22 de junio de 2009, núm. 116). 

- Ley 5/2009, de 4 de julio, del Ruido de Castilla y León (BOCL núm. 107, de 9 de junio de 2009).

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

2 TRIBUNAL SUPREMO. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 3ª), de 2 de julio de 2009 (rec. nº 8167/2004)

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 3ª), de 22 de julio de 2009 (rec. nº 1314/2007)

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 28 de julio de 2009 (rec. nº 2318/2005)

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 7 de octubre de 2009 (rec. nº 204/2008)

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 7 de octubre de 2009 (rec. nº 204/2008)

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 6 de noviembre de 2009 (rec. nº 4938/2005)

III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

- Proyecto de Ley de Economía Sostenible.  
- Proyecto de Ley de protección contra la contaminación acústica de Aragón (BOCA de 13 de octubre de 2009, núm. 169). 

IV. BIBLIOGRAFÍA SELECCIONADA.

I) NOVEDADES NORMATIVAS 

1. Estado

- Real Decreto 948/2009, de 5 de junio, por el que se determina la composición, funciones y las normas de funcionamiento del Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad (BOE núm. 149, de 20 de junio de 2009). 

El Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad (CEPNB) fue creado como un órgano colegiado de participación pública mediante el art. 8 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre de 2007, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, que llamaba a una regulación reglamentaria de su composición y funciones, tarea que lleva a cabo la presente norma. 

El CEPNB se adscribe al Ministerio de Medio Ambiente y Medio Rural y Marino a través de la Dirección General de Medio Natural y Política Forestal (art. 1). Se establece, en el art. 2.2, que el CEPNB asuma, dentro de su ámbito de actuación, las funciones atribuidas al Consejo Asesor de Medio Ambiente (regulado en el art. 19 de la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente). Además, tiene las siguientes funciones (art. 2): 

· Informar las normas y planes de ámbito estatal relativas al patrimonio natural y la biodiversidad incluido el Plan Estratégico Estatal del patrimonio natural y la biodiversidad. 

· Informar las directrices para la ordenación de los recursos naturales a las que deben ajustarse los Planes autonómicos de ordenación del territorio. 

· Informar la declaración de Espacios Naturales Protegidos de ámbito estatal. 

· Informar las estrategias de conservación de especies amenazadas de ámbito estatal. 

· Elaborar un informe anual sobre el sector forestal español y puede impulsar la realización de informes y estudios sobre dicho sector y el de montes y proponer a las Administraciones Públicas medidas oportunas para mejorar la gestión sostenible de los mismos. 

· Asesorar técnica y científicamente a las delegaciones españolas en organismos, conferencias y reuniones internacionales sobre la materia. 

El CEPNB funciona como un órgano colegiado, cuyo presidente es el Secretario de Estado de Medio Rural y Agua. El organismo incluye en su composición una amplia representación de los sectores implicados (organizaciones agrarias, cofradías de pescadores, ONGs del sector…). También incluye un representante por cada Comunidad Autónoma y uno de la administración local, con voz, pero sin voto (art. 3). 

- Real Decreto 1036/2009, de 29 de junio, por el que se crea la Orden Civil del Mérito Medioambiental (BOE núm. 177, de 23 de julio de 2009). 

En la misma línea del Real Decreto 421/1987, que creaba la Orden Civil del Mérito Agrario, Pesquero y Alimentario, la presente norma crea la Orden Civil del Mérito Medioambiental como reconocimiento honorífico que permite premiar las actuaciones eminentes o destacadas de particulares para la conservación de la naturaleza y protección del patrimonio natural y de la biodiversidad, la lucha contra el cambio climático, la calidad ambiental, la defensa y promoción de la sostenibilidad de los recursos hídricos marinos y continentales y, en general, en defensa del medio ambiente. 

Conforme a su disposición final primera, el Ministerio de Medio Ambiente ha dictado la Orden ARM/3085/2009, de 13 de noviembre, por la que se aprueba el Reglamento de la Orden Civil del Mérito Medioambiental 8BOE de 18 de noviembre de 2009, núm. 278). 

- Real Decreto 1514/2009, de 2 de octubre, por el que se regula la protección de las aguas subterráneas contra la contaminación y el deterioro (BOE núm. 255, de 22 de octubre de 2009). 

Este Reglamento, que tiene consideración de legislación básica en materia de medio ambiente (disposición final primera), se dicta principalmente con fundamento en la habilitación contenida en la disposición adicional séptima de la Ley 11/2005, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional. Además, incorpora el contenido de la Directiva 2006/118/CE, de 12 de diciembre de 2006, relativa a la protección de las aguas subterráneas contra la contaminación y el deterioro y parte de los anexos de la Directiva 2000/60/CE, relativa al estado químico de las aguas subterráneas. 

La norma busca prevenir el aumento en la concentración de contaminantes en las aguas subterráneas evitando su deterioro con objeto de reducir el posterior tratamiento de las mismas. Para ello, establece criterios y procedimientos para evaluar el estado químico de las aguas subterráneas (arts. 3 y 4) y para determinar el aumento de las concentraciones de contaminantes (art. 5), información que en ambos casos ha de incluirse en los Planes Hidrológicos de Cuenca. 

Asimismo, prescribe medidas basadas en el principio de prevención para prevenir o limitar las entradas de contaminantes en las aguas subterráneas conforme a la mejor tecnología disponible y las mejores técnicas ambientales, que son las contenidas en el Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero (art. 6). 

El contenido de esta norma, especialmente las normas de calidad y los valores límite de sus anexos, ha de tenerse en cuenta a efectos del otorgamiento de la autorización de vertidos a las aguas subterráneas, regulada en el Texto Refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio (disposición adicional primera). 

- Real Decreto-Ley 13/2009, de 26 de octubre, por el que se crea el Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local (BOE núm. 259, de martes 27 de octubre de 2009). 

El Fondo que se crea mediante esta norma sigue la misma línea que el Fondo Estatal de Inversión Local y el Fondo Estatal para la Dinamización de la Economía y el Empleo en el marco del Plan E. Se trata de otro Fondo de Inversión Local, dotado con 8.000 millones de euros para aumentar la inversión pública en el ámbito local, con motivo de la crisis económica, pero dirigido a la sostenibilidad ambiental. Como en los Fondos citados anteriormente, la financiación de éste tiene como objeto fundamentalmente a la creación de empleo, e incluye, entre otros, obras y proyectos de nueva planificación y ejecución inmediata, pero solo aquellos que tomen en consideración el desarrollo sostenible en materia ambiental (art. 1.1 y art. 9). 

La dotación del Fondo se distribuye de manera proporcional a la población de cada municipio, establecida por el Real Decreto 2124/2008, de 26 de diciembre, por el que se declaran oficiales las cifras de población resultantes de la revisión del Padrón Municipal referidas al 1 de enero de 2008 (art. 3). 

Los Alcaldes, Secretarios o personas autorizadas a tal efecto deben presentar a las Subdelegaciones de Gobierno una solicitud de financiación por cada proyecto vía electrónica a través de la página www.mpt.es, adjuntando una memoria que especifique una descripción de la obra proyectada, el presupuesto y la fecha prevista de adjudicación, así como la previsión de personas a emplear (art. 12 y art. 19). La financiación de las obras será completa y la de otras actuaciones de interés social hasta un 20% (art. 18). La licitación de obras y servicios deberá iniciarse antes de un mes tras la resolución de autorización (art. 15), teniendo el carácter de urgente a los efectos del art. 96 de la Ley de Contratos del Sector Público, aplicándose además ciertas normas procedimentales de urgencia que fija el propio Decreto-Ley (art. 17). 

La Intervención General de la Administración del Estado podrá controlar la correcta aplicación de los recursos del Fondo a las finalidades públicas recogidas en la norma (art. 5), procediéndose a un reintegro en caso de no justificar una cantidad (art. 6.1). Asimismo, se procederá a un seguimiento de los proyectos por parte de los Delegados y Subdelegados del Gobierno en coordinación con la Dirección General de Cooperación Local (art. 7). 

La presente norma ha suscitado dudas de constitucionalidad en algunas Comunidades Autónomas, y Cataluña prepara en estos momentos un recurso de inconstitucionalidad contra la misma, por entender que vulnera sus competencias sobre cooperación local. 

2. Comunidades Autónomas 

B) Cataluña

- Decreto Legislativo 1/2009, de 21 de julio, por el que se aprueba el Texto refundido de la Ley reguladora de los residuos (DOGC núm. 5430, de 28 de julio de 2009). 

En Cataluña se ha aprobado un Texto refundido que regula la gestión de los residuos en el marco de las competencias de la Generalidad en materia de ordenación del territorio, protección del medio ambiente y preservación de la naturaleza. 

La norma deroga las Leyes 6/1993, de 15 de julio, reguladora de los residuos, la Ley 11/2000, de 13 de noviembre, reguladora de la incineración de residuos, y las Leyes 15/2003, de 13 de junio y 9/2008, de 10 de julio, de modificación de la citada Ley 6/1993 de residuos. Esta última, en su disposición final, facultaba al Gobierno catalán para refundir dichas normas en un texto único y armonizarlas en el plazo de un año. 

El Texto refundido tiene el carácter de normativa de desarrollo de la legislación básica estatal: la Ley 10/1998, de 21 de abril, de residuos, así como la Orden MAM/304/2002, de 8  de febrero, por la que se publican las operaciones de valorización y eliminación y la lista europea de residuos y el Real Decreto 1481/2001, de 27 de diciembre, por el que se regula la eliminación de residuos mediante depósito en vertedero. 

Dichas normas, a su vez, responden a la evolución legislativa comunitaria, ámbito en el que se han dictado la Decisión 2000/532/CE, de 3 de mayo de 2000 (lista europea de residuos), la Directiva 94/62/CE, de 20 de diciembre de 1994, de envases y de residuos de envases y la Directiva 1999/31/CE, de 26 de abril de 1999, relativa al vertido de residuos. 

Tiene interés mencionar que, en consonancia con la Ley catalana 3/1998, de 27 de febrero, de intervención integral de la administración ambiental, la gestión de los residuos regulada en el presente Texto refundido está compartida entre la Comunidad Autónoma y los ayuntamientos. 

La armonización llevada a cabo por el Texto refundido alcanza sustancialmente al lenguaje utilizado, que se ha unificado con el fin de facilitar una lectura libre de interpretaciones incoherentes. Así, el término “tratamiento” de residuos ha sido sustituido por los términos utilizados por el Derecho Comunitario y la legislación básica estatal, que hablan de “valorización” y “eliminación” de residuos. También se han actualizado las referencias a la Junta de Residuos, que ahora es la Agencia de Residuos de Cataluña. 

Dado que, por lo demás, el texto refundido no innova el Ordenamiento Jurídico, no cumple dar cuenta de su contenido aquí. 

- Decreto 176/2009, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 16/2002, de 28 de junio de 2002, de protección contra la contaminación acústica y se adaptan sus anexos (DOGC núm. 5506, de 16 de noviembre de 2009). 

Esta norma se dicta con fundamento en el art. 144.1.h) del Estatuto de Autonomía de Cataluña de 2006, que asigna competencia a la Generalidad para la regulación del ambiente atmosférico y su contaminación, entre la que se cuenta la contaminación acústica. Desarrolla la Ley 16/2002, de 28 de junio, de Protección contra la Contaminación acústica junto al Decreto 245/2005, de 8 de noviembre, por el que se fijan los criterios para la elaboración de los mapas de capacidad acústica. Todas estas normas han sido dictadas en el marco de la Directiva 2002/49/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de junio, sobre evaluación y gestión del ruido ambiental.

La norma es fruto de la promulgación de la Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, así como su desarrollo por el Real Decreto 1513/2005, de 16 de diciembre. Estas normas básicas llevaron a la necesidad de un ajuste de la normativa autonómica de desarrollo, particularmente la adecuación de la zonificación acústica a los objetivos de calidad acústica y los diferentes usos del suelo establecidos por la normativa básica estatal. En ese sentido, el Decreto no sólo aprueba el citado Reglamento de desarrollo, sino que también adapta los anexos de la Ley de Protección contra la contaminación acústica. 

Al igual que sucede en la Ley del ruido aprobada en Castilla y León y comentada en este mismo informe, el Decreto catalán concede a las Entidades Locales un importante papel en la ejecución de esta norma. Así, el art. 7 asigna a los ayuntamientos, consejos comarcales o entidades locales supramunicipales, competencias de inspección, control y sancionatorias, la elaboración y aprobación de los mapas de capacidad acústica, la declaración de zonas de especial protección y zonas acústica de régimen especial, la elaboración y aprobación de mapas estratégicos de ruido y de planes de acción y planes específicos de ámbito municipal, así como la posibilidad de suspender provisionalmente los objetivos de calidad acústica. 

G) La Rioja 

- Ley 4/2009, de 20 de octubre, de aprovechamientos de recursos pastales de La Rioja. (BO. La Rioja núm. 132, de 23 de octubre de 2009). 

Esta norma está dictada conforme a la competencia exclusiva de La Rioja sobre agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias (art. 8.1.19 y 11 del Estatuto de Autonomía de La Rioja, aprobado por Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio), y es la primera, dado que hasta ahora se aplicaba supletoriamente el derecho estatal (Ley de 7 de octubre de 1938 sobre aprovechamiento de pastos y rastrojeras y Decreto 1256/1969, de 6 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Pastos, Hierbas y Rastrojeras), por su antigüedad ya obsoleto. 

La desaparición de las cámaras agrarias locales ha llevado a la necesidad de concretar el ejercicio de la competencia de adjudicación de dichos aprovechamientos, que va a recaer en la comisión local de pastos, de ámbito municipal y constituida por representantes de los agricultores y ganaderos (art. 6). Las comisiones locales de pastos se encargan asimismo de la elaboración, aprobación y modificación de ordenanzas de pastos, de conformidad con los criterios y asesoramiento de la Consejería competente en materia de agricultura y ganadería (art. 7). Finalmente, estos órganos deben constituirse en un plazo de 12 meses desde la entrada en vigor de esta Ley (disposición transitoria segunda), y elaborar y adaptar las ordenanzas de pastos en el plazo de un año desde su constitución (disposición transitoria tercera)

El medio ambiente, entendido en el sentido de un aprovechamiento sostenible de los recursos pastales, va a ser uno de los principios que guíen esta Ley (art. 2). Así, el art. 16 somete el aprovechamiento a normas de sanidad y bienestar animal, cuyo control corresponde a la Consejería competente. Asimismo, se prevén normas de protección frente al uso de productos fitosanitarios; en general, queda prohibida la utilización de productos fitosanitarios tóxicos para el ganado en las zonas pastables, tales como ribazos, caminos, linderos, zonas de paso, vías pecuarias, etc., salvo autorización expresa del órgano competente, y debiendo en todo caso señalizarse esta circunstancia (art. 17). También se prevé la necesaria comunicación al municipio de la realización de actividades cinegéticas en pastos permanentes (art. 18). 

J) Aragón 

- Decreto 94/2009, de 26 de mayo, por el que se aprueba la revisión de las directrices sectoriales sobre actividades e instalaciones ganaderas (BOA núm. 106, de 5 de junio de 2009). 

La norma busca racionalizar la localización de las instalaciones ganaderas intensivas con objeto de evitar las afecciones a los núcleos de población y al medio ambiente y en el marco del Plan de Gestión Integral de los Residuos de la Comunidad Autónoma de Aragón.

Se trata de unas Directrices Parciales de Ordenación Territorial, que dan concreción a las determinaciones contenidas en las Directrices Generales de Ordenación Territorial de Aragón, aprobadas mediante Ley 7/1998, de 16 de julio. El Decreto sustituye a su homólogo de 1997, el Decreto 200/1997, de 9 de diciembre, coherentemente con el art. 28.2 de la Ley 11/1992, de 24 de noviembre, de Ordenación del Territorio (que trata de la revisión de las Directrices Parciales de ordenación territorial). 

Las Directrices proceden en primer lugar, y a partir de su entrada en vigor, a prohibir la autorización de áreas de expansión ganadera, por considerarse que el modelo de implantación concentrada de explotaciones no es adecuado para la sanidad animal. En ese sentido, se prevé una adaptación de las instalaciones ganaderas existentes a la normativa de bienestar animal, no pudiéndose nunca ampliar la capacidad autorizada (art. 17). Ello lleva también a una modificación del Decreto 158/1998, de 1 de septiembre, por el que se regula la capacidad de las explotaciones porcinas en Aragón, en el sentido de reducir dicha capacidad (disposición final primera), y a una modificación puntual del Anexo VII de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón en el mismo sentido (disposición final cuarta).

Además, en las áreas ya existentes, se prohíbe todo uso residencial humano (disposición adicional primera), y en todas ellas se establece un régimen de distancias mínimas respecto a núcleos de población (art. 21, en relación con el Anexo VI). 

Asimismo, se prohíbe la construcción de balsas de desecación de estiércoles, pozos filtrantes, aliviaderos y cualquier tipo de salida directa de los estiércoles a colectores o cursos de agua, lo que lleva a la derogación de la Orden de 9 de mayo de 1994, de los Departamentos de Agricultura, Ganadería y Montes, de Medio Ambiente, de Ordenación Territorial, Obras Públicas y Transportes, y de Sanidad y Consumo, por la que se aprueba la Instrucción para la aplicación del Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas a las balsas destinadas a la desecación de los estiércoles fluidos generados en las explotaciones porcinas (disposición adicional segunda). 

Las Directrices reservan a las Entidades Locales un destacado papel en materia de autorizaciones. Así, coherentemente con la Ley de Protección Ambiental de Aragón, que sustituyó al Reglamento de Actividades Molestas, Insalubres, Nocivas y Peligrosas (Decreto 2414/1961, de 30 de noviembre), la tramitación y otorgamiento de la licencia de actividades clasificadas corresponde a las Comarcas, con la posibilidad de delegación de esta competencia en los Ayuntamientos (art. 11). 

En segundo lugar, en las actividades que requieran de una autorización ambiental integrada, el promotor debe primero solicitar un informe de compatibilidad urbanística ante el Ayuntamiento donde proyecta instalar la explotación (coherentemente con el art. 45 de la Ley de Protección Ambiental de Aragón) (art. 11). 

Por último, es competencia del Ayuntamiento el otorgamiento de la licencia de inicio de actividad, tras la comprobación por el órgano ambiental o por el Ayuntamiento en su caso, de que las obras e instalaciones se han ejecutado de acuerdo con las citadas autorización ambiental integrada o licencia ambiental de actividad clasificada (art. 12). 

También corresponde a los Ayuntamientos iniciar procedimientos de caducidad de la licencia, en el caso de que el titular de la misma no ejerza efectivamente la actividad durante el plazo que conste en las ordenanzas municipales aplicables (art. 14). 

Finalmente, los titulares de instalaciones ganaderas inscritas en el Registro de Explotaciones Ganaderas antes del 22 de diciembre de 1997 sin licencia municipal de actividades clasificadas, deben solicitar al respectivo Ayuntamiento, hasta el 31 de diciembre de 2015, la regularización de sus explotaciones. Para ello, el Ayuntamiento debe ceñirse a la tramitación prevista en el art. 64 de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón. Se permite a los Ayuntamientos la creación de Consejos Sectoriales de Actividades Ganaderas de ámbito municipal para canalizar la participación ciudadana y del sector ganadero, y dictar informes y propuestas de resolución sobre la citada regularización de las actividades ganaderas. El Ayuntamiento puede resolver la legalización y otorgar la autorización de actividad, denegarla con la consiguiente clausura de la instalación o declarar la explotación ganadera administrativamente en precario, otorgando una autorización de actividad en precario, limitada en el tiempo (disposición transitoria primera). 

- Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón (BOA núm. 124, de 30 de junio de 2009). 

Pese a quedar fuera del objeto de este informe, la Ley de Urbanismo de Aragón contiene ciertas previsiones ambientales que es necesario comentar. Éstas se sitúan en los parámetros del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo, que también asigna una relevancia transcendental al medio ambiente, siendo éste uno de los títulos competenciales que invoca el Estado para su dictado (disposición final primera). 

En primer lugar, es interesante observar que el art. 8 fija como principio fundamental de la actividad urbanística el de desarrollo sostenible, entendido éste como la armonización del uso racional de los recursos naturales y los requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión social, la igualdad de trato y de oportunidades entre hombres y mujeres, la salud y la seguridad de las personas y la protección del patrimonio cultural y del medio ambiente, contribuyendo a la prevención y reducción de la contaminación y fomentando la eficiencia energética. 

Uno de los mecanismos para lograr esta sostenibilidad que la Ley fija es la obligatoria concreción del modelo de evolución urbana en los planes generales de ordenación urbana (art. 39). Respecto a dicho modelo, la Ley indica que primará la ciudad compacta evitando consumos innecesarios de recursos naturales, en particular, de suelo. El modelo de evolución urbana ha de ser objeto específico de evaluación ambiental del plan. 

La norma busca también integrar los procedimientos de aprobación del planeamiento con aquellos ambientales. En ese sentido, la disposición adicional tercera prescribe que los planes y proyectos urbanísticos que deban someterse a los procedimientos de evaluación ambiental o de impacto ambiental no podrán aprobarse definitivamente hasta que se hayan cumplido los requisitos exigidos en la legislación correspondiente. El art. 235 dice que en esos casos, la licencia no podrá otorgarse si la declaración de impacto ambiental fuera negativa o incumpliera las medidas de corrección determinadas en ella, y que en caso de discrepancia entre el órgano ambiental y el urbanístico, solo el Gobierno de Aragón puede resolver a favor de la ejecución del proyecto. 

La Ley también prescribe normas de aplicación directa, aplicables al margen del planeamiento urbanístico. Así, por ejemplo, contiene una previsión sobre la protección del paisaje en su art. 218, sometiendo la actividad urbanística a la conformidad con lo establecido en la legislación sobre protección del mismo. Se prohíbe que dicha actividad menoscabe la belleza o armonía del paisaje natural, rural o urbano (art. 218.2), para lo cual la tipología de las construcciones ha de ser congruente con las características del entorno en cuanto a materiales, acabado de fachadas, cubiertas y cierres de parcelas (art. 218.3)

- Ley 4/2009, de 22 de junio, de Ordenación del Territorio de Aragón. (BOA núm. 124, de 30 de junio de 2009). 

Se trata de otra norma aragonesa que incide en materia de medio ambiente. La Ley de Ordenación del Territorio de Aragón tiene como uno de sus fines el principio de equilibrio ambiental, y reconoce la prevalencia de la protección ambiental sobre la ordenación territorial, tratando de integrar los criterios territoriales en los procedimientos de evaluación ambiental de planes y programas. 

Así, se establece que los instrumentos de ordenación territorial determinen qué proyectos o actividades de los incluidos en el anexo III de la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón deben ser sometidos en todo caso al procedimiento de evaluación de impacto ambiental por razón de su previsible impacto territorial (disposición adicional tercera). En cuanto a la evaluación ambiental de planes y proyectos de interés general, ésta entra en juego tras haberse completado el trámite de la declaración del interés general por el Gobierno de Aragón de un plan o proyecto, documento que va a jugar también como memoria resumen del plan y análisis preliminar de la incidencia ambiental del mismo (art. 36). El órgano ambiental encargado del procedimiento de evaluación ambiental regulado en la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón, puede solicitar un informe al Departamento competente en materia de ordenación del territorio y de urbanismo sobre la incidencia territorial de dichos planes o programas (art. 51). 

La Ley introduce prescripciones ambientales en otros apartados, como en la elaboración de la Estrategia de ordenación territorial de Aragón, cuya memoria debe incluir, entre otras cosas, un análisis del medio natural, patrimonio cultural y ambiental y paisaje (art. 18.2.a). El proyecto de Estrategia de ordenación territorial de Aragón también se somete a procedimiento de evaluación ambiental (art. 19). 

Asimismo, se establece que los planes de ordenación de recursos naturales (PORN), reguladas en la Ley 6/1998, de 19 de mayo, de Espacios Naturales Protegidos de Aragón, tengan la consideración de directrices de ordenación territorial especiales, con prevalencia sobre el resto de instrumentos de ordenación territorial (art. 21.4). 

- Ley 6/2009, de 6 de julio, de Centros de Ocio de Alta Capacidad de Aragón (BOA núm. 137, de 17 de julio de 2009). 

Pese a quedar también fuera del campo objeto de este informe, mencionamos aquí que esta ley contiene la previsión de la aplicación de la evaluación ambiental al procedimiento de solicitud de aprobación de los centros de ocio de alta capacidad de Aragón, en concordancia con la Ley 7/2006, de 22 de junio, de Protección Ambiental de Aragón. 

Así, en los proyectos de ordenación, el promotor debe incluir un Informe de Sostenibilidad Ambiental que evalúe los potenciales efectos en el medio ambiente de la ejecución del proyecto (art. 9.2.c). Posteriormente, el órgano ambiental ha de realizar el trámite de consultas previsto en el art. 15.3 de la Ley de Protección Ambiental y elaborar el Documento de Referencia previsto en el apartado 2º del mismo artículo (art. 3.2). La Resolución de aprobación del proyecto de ordenación turística puede tener como contenido la imposición de condiciones ambientales (art. 11.2.b). 

P) Castilla y León

- Decreto 32/2009, de 7 de mayo, por el que se regula la composición y funcionamiento de las Comisiones de Prevención Ambiental (BOCL núm. 88, de 13 de mayo de 2009). 

Este Decreto se dicta en el marco de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, especialmente desde su modificación por la Ley 11/2003, de 8 de abril, que afectaba precisamente a las Comisiones de Prevención Ambiental. Viene a sustituir al Decreto 123/2003, de 23 se octubre, de idéntica rúbrica. 

La norma regula dos tipos de comisiones: por un lado, las Comisiones Territoriales de Prevención Ambiental, que son órganos administrativos colegiados de ámbito provincial, adscritos a la Consejería de medio ambiente, y por otro la Comisión de Prevención Ambiental de Castilla y León, que es el órgano superior colegiado en la materia, adscrito también a la Consejería de medio ambiente. 

Las Comisiones Territoriales tienen fundamentalmente la función de informar y formular la propuesta de resolución en expedientes relativos a actividades o instalaciones sometidas al régimen de autorización ambiental y formular la propuesta de Declaración de Impacto Ambiental y la propuesta de sometimiento a procedimiento de evaluación de impacto ambiental de determinados proyectos. También, en relación con las entidades locales, las Comisiones territoriales pueden proponer a los Alcaldes medidas correctoras de las actividades que se desarrollen en los respectivos términos municipales (art. 3). 

Por su parte, la Comisión de Prevención Ambiental de Castilla y León tiene las mismas funciones en aquellos casos en que los expedientes afecten a más de una provincia y, además, puede orientar y homogeneizar los criterios desarrollados por las Comisiones Territoriales y evacuar las consultas que éstas o cualquier órgano autonómico le planteen sobre las actividades reguladas en la Ley de Prevención Ambiental de Castilla y León. 

Las Entidades Locales participan de la composición de las Comisiones Territoriales de Prevención Ambiental, que cuentan con dos representantes de la provincia designados por la Diputación Provincial y dos representantes municipales, uno de municipios mayores de 5.000 habitantes y otro de los menores de dicha cifra, designados ambos por la Federación Regional de Municipios y Provincias (FRMP). Asimismo, en el caso de la Comisión de Prevención Ambiental de Castilla y León, las corporaciones locales cuentan con cinco representantes, designados por la FRMP. 

Por lo demás, la Ley regula también el régimen de suplencias y de convocatoria y sesiones de cada uno de estos órganos. También regula las Ponencias Técnicas, como órganos de apoyo y asistencia a las Comisiones de Prevención Ambiental. 

- Ley 8/2009, de 16 de junio, de Transferencia de competencias entre la Comunidad Autónoma y las entidades locales de Castilla y León (BOCL de 22 de junio de 2009, núm. 116). 

Esta Ley se dicta con fundamento en el art. 50.1 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León (LO 14/2007, de 30 de noviembre), que prevé que mediante ley puedan transferirse competencias de la Comunidad Autónoma a aquellas entidades locales de Castilla y León que aseguren y garanticen un eficaz ejercicio y en aquellas materias susceptibles de ser transferidas. La Ley se enmarca en la Carta Europea de Autonomía Local y la llamada “segunda descentralización”, persiguiendo por tanto una ampliación general de las competencias locales, no siendo la primera medida que se adopta al efecto en dicha Comunidad Autónoma, cuya Junta ya adoptó el 3 de noviembre de 2005, con aceptación expresa de todas las entidades locales, el Pacto Local de Castilla y León, donde se detallaron por primera vez las competencias que ahora se transfieren mediante esta norma. 

La transferencia que la Ley regula es completa: se transfiere tanto titularidad como ejercicio de las competencias, incluidas potestades de inspección, reservándose la Comunidad Autónoma únicamente funciones donde exista un interés público autonómico o que exceda del ámbito local y aquellas de planificación, alta dirección y control y cooperación económica (art. 3). Se realizará un seguimiento del proceso de transferencia por parte del Consejo de Provincias y el Consejo de Municipios, Comarcas y otras entidades locales (art. 4), el último de los cuales todavía no está constituido, de manera que mientras tanto actúan como órgano de seguimiento las Comisiones de Cooperación entre la Comunidad Autónoma y las Entidades Locales reguladas en el Decreto 2/1987, de 8 de enero (disposición transitoria tercera). Como medida complementaria de seguimiento, las entidades locales que reciban competencias deben además presentar un informe anual a la Junta de Castilla y León sobre los niveles y calidad en la prestación de los servicios públicos (art. 5). 

La transferencia no va dirigida a cualquier entidad local, sino principalmente a municipios con población superior a 5.000 habitantes (art. 7), que puedan hacerse cargo de las mismas (art. 2). 

Entre las materias objeto de transferencia se halla el medio ambiente, más concretamente: “la competencia sobre instalaciones recreativas, incluidos quioscos o infraestructuras similares, en montes declarados de utilidad pública, en zonas declaradas por la Consejería competente en materia de Medio Ambiente como Zonas Naturales de esparcimiento y en riberas declaradas o estimadas, así como la competencia sobre las infraestructuras medioambientales de uso público ubicadas en los espacios naturales protegidos declarados, reservándose la Comunidad Autónoma la competencia sobre los centros de interpretación o casas del parque” (art. 8.e). Dentro de dichas competencias, las entidades locales podrán en principio proceder a la puesta en marcha y mantenimiento de instalaciones, gestión de instalaciones de uso recreativo y de sus servicios y programación de actividades (art. 13). 

Además de transferirse la competencia, se prevé el traspaso de los medios personales, materiales y financieros que resulten necesarios para su ejercicio (art. 14.1), lo que implica, entre otras cosas, que los funcionarios y personal laboral de la Administración Autonómica afectados por un procedimiento de transferencias, pasarán a integrarse plenamente en la organización de la Función Pública Local, si bien conservando sus cuerpos o escalas de origen en la situación administrativa de servicios en otras Administraciones Públicas y manteniendo sus derechos profesionales (arts. 16 y 17). Asimismo, se producirá un traspaso de los bienes inmuebles afectados al servicio en concepto de cesión de uso, condicionada a su afección (art. 19). 
- Ley 5/2009, de 4 de julio, del Ruido de Castilla y León (BOCL núm. 107, de 9 de junio de 2009). 

Esta Ley se dicta en desarrollo de la Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, que tiene carácter básico conforme a su disposición final primera. Su objeto es la garantía de los derechos constitucionales conectados con el problema del ruido: la integridad física y moral, la protección de la salud, el disfrute de un medio ambiente adecuado, la inviolabilidad del domicilio, la intimidad familiar y personal y la vivienda digna. Para ello, regula inevitablemente otros ámbitos sectoriales conectados, como son la movilidad y tráfico urbano e interurbano, los horarios de cierre, espectáculos públicos y el urbanismo, ordenación del territorio y vivienda. 

En sintonía con el principio de descentralización que informa el Pacto Local Autonómico, con el art. 2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local -que garantiza a las Entidades Locales su derecho a intervenir en cuantos asuntos afecten directamente a sus intereses- y con el art. 83 de la Ley 1/1998, de 4 de junio, de Régimen Local de Castilla y León, el Título I establece una distribución competencial entre la Comunidad Autónoma y los Municipios que otorga a éstos últimos un destacado papel en la gestión de la contaminación acústica. Ello se justifica, además, por la mayor cercanía al ciudadano de las Administraciones locales, lo que también favorece la eficacia y eficiencia en la aplicación de la normativa sobre ruido. 

Así, el art. 4.2 establece un amplio catálogo de competencias que corresponden a los Municipios, entre las cuales se cuentan la inspección, sanción y control del cumplimiento de esta Ley, exigencia de medidas correctoras, elaboración de mapas de ruido de su competencia, delimitación de zonas de servidumbre acústica y áreas acústicas, la declaración de zonas de protección acústica especial, zonas de situación acústica especial, zonas acústicamente saturadas y zonas tranquilas y la elaboración y aprobación de planes de acción y planes zonales. 

Por su parte, el art. 4.3 establece un catálogo de competencias provinciales, en general subsidiarias de la acción de los municipios. 

La Ley presta también atención a la información al público sobre la contaminación acústica (art. 5). En ese sentido, el órgano competente es la Consejería de Medio Ambiente, a quien las Entidades Locales deben presentar el primer trimestre de cada año un informe sobre los mapas de ruido y planes de acción que se hayan llevado a cabo para reducir la contaminación acústica. Asimismo, la Administración de la Comunidad Autónoma ha de promover la suscripción de convenios de colaboración con las Entidades Locales para implantar programas educativos que sensibilicen frente al ruido a los alumnos de Educación Primaria y Educación Secundaria Obligatoria (Disposición Adicional 5ª). 

Corresponde también a los Ayuntamientos la elaboración y aprobación de las Ordenanzas Municipales necesarias para el desarrollo y aplicación de la Ley, normas que han de respetar los valores límite mínimos que la Ley fija (art. 6). Las Ordenanzas ya existentes sobre estas materias han de ser adaptadas a la Ley por los Ayuntamientos en el plazo máximo de tres años desde su entrada en vigor (Disposición Transitoria 2ª). 

Finalmente, la Ley permite a los Ayuntamientos suspender provisionalmente la aplicación de los valores límite de ruido con motivo de la organización de actos de especial proyección oficial, cultural, deportiva, religiosa o de naturaleza análoga (art. 10). 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES 

1. Tribunal Constitucional 
2. TRIBUNAL SUPREMO 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 3ª), de 2 de julio de 2009 (rec. nº 8167/2004)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación planteado por ENDESA COGENERACIÓN Y RENOVABLES, S.A, contra la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 26 de octubre de 2006. En dicha Sentencia se anulaba una Resolución de la Secretaría General de la Consellería de Innovación, Industria e Comercio de 6 de mayo de 2004 por la que se hacía pública la relación de solicitudes de autorización para la instalación de los parques eólicos de Endesa de Paradela y Serra das Penas. 

Dichas sentencias provienen de un recurso de Doña Ángela, propietaria de una casa de turismo rural en la zona, que interpuso recurso de reposición frente a la citada Resolución fundamentándose en la falta de información ofrecida por la Administración sobre las zonas que podrían resultar afectadas y en el grave deterioro que la zona sufriría con evidente perjuicio para su negocio. Solicitaba más información y la adopción de medidas correctoras tales como el alejamiento de las torres de su finca al menos dos kilómetros. 

Su recurso fue desestimado por silencio negativo y posteriormente (11 de febrero de 2005) recayó resolución de la Administración acorde con la desestimación, indicando que la afectada debía esperar al momento procedimental oportuno para recurrir, esto es: el trámite de alegaciones que habrían de ser tenidas en cuenta junto con el estudio ambiental y la demás documentación exigida por el Decreto 302/2001, de 25 de octubre, por el que se regula el aprovechamiento de la energía eólica en la Comunidad Autónoma de Galicia.

Doña Ángela interpuso recurso contencioso-administrativo contra dicha resolución, exponiendo que una vez determinados los parques admitidos a trámite, los solicitantes estaban obligados a presentar en el plazo de un mes una extensa documentación sobre el proyecto, que incluía la ubicación exacta de las torres y líneas de alta tensión, dimensiones de las mismas… documentación que ya era conocida al momento de interposición del recurso de reposición y a la que, por tanto, debía extenderse el recurso contencioso. 

La Sentencia de instancia (Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (sección 3ª) de 26 de octubre de 2006), consideró a doña Ángela legitimada para interponer recurso (el propio Diario Oficial de Galicia admitía recurso de reposición y contencioso, por lo que la Resolución no podía considerarse acto de trámite) y estimó éste en parte, en la medida en que si bien la Resolución impugnada tenía únicamente por objeto la admisión a trámite de las solicitudes de autorización, la Consellería había dictado ésta en conocimiento de ciertos detalles del proyecto que denotaban gravísimas consecuencias para el medio ambiente. Así, se trataba de una instalación situada dentro de la propia Ribeira Sacra Lucense, afectando a restos arqueológicos y al Camino de Santiago, y generando además ciertos daños que la Administración no tuvo en cuenta: ruidos, erosión y desertificación del suelo, masacre de aves, fragmentación del hábitat, incendios, minusvalía inmobiliaria y problemas de salud y calidad de vida. 

Por lo tanto, si bien el TSJ no anuló la admisión a trámite de las solicitudes efectuadas (porque de ello no se seguía que éstas fueran otorgadas necesariamente), sí que estimó el recurso acordando medidas correctoras a fin de minimizar los efectos nocivos (FJ 9º), medidas que se concretaron en el alejamiento de las torres a al menos dos kilómetros de los núcleos de población, la insonorización de la casa de turismo rural a cargo de la Administración demandada y otras que resultaran necesarias para minimizar los efectos nocivos, tales como impacto paisajístico e interferencia electromagnética con los medios de radio, televisión y demás medios de comunicación (FJ 10º). 

ENDESA COGENERACIÓN Y RENOVABLES, S.A. interpuso recurso de casación contra dicha Sentencia de instancia, y el TS consideró admisible únicamente uno de los motivos de casación: el relativo a la infracción de los arts. 33.1 y 67.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminsitrativa (Ley 29/1998 de 13 de julio) al incurrir la sentencia en incongruencia (al amparo del art. 88.1.c LJCA). La empresa recurrente alegaba, más concretamente, que la Resolución recurrida tenía por objeto únicamente la selección, entre promotores de parques eólicos, de las solicitudes de autorización a tramitar; por tanto, no eran objeto del procedimiento administrativo la revisión de la legalidad del proyecto del parque eólico de Serra das Penas ni las medidas correctoras necesarias. Por ello, al solicitar esto, la recurrente “se estaba extralimitando del objeto del procedimiento (…) y cuando la Sentencia recurrida acoge dicha pretensión incurre en incongruencia porque se pronuncia sobre una cuestión que no fue objeto del procedimiento administrativo…”. 

El TS concluye, sin embargo, que dicho motivo no puede prosperar porque el vicio de incongruencia extra petitum se produce “cuando el órgano judicial concede algo no pedido o se pronuncia sobre una pretensión que no fue oportunamente deducida por los litigantes e implica un desajuste o inadecuación entre el fallo o la parte dispositiva de la resolución judicial y los términos en que se formularon sus pretensiones, lo que no acontece en este caso, en el que la Sala de instancia no va en ningún caso más allá de lo pretendido por la demandante, puesto que constituía contenido preciso del suplico de la demanda el referente a la adopción de las medidas correctoras que resultasen necesarias como consecuencia de la prueba que se practicara en el proceso…” (FJ 2º). 

Por lo tanto, el TS desestima el motivo de casación y conforme al art. 139.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, impone las costas a la empresa recurrente. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 3ª), de 22 de julio de 2009 (rec. nº 1314/2007)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por ALQUILER DE HORMIGONERAS VALLADOLID, S.L, contra el auto del TSJ de Castilla y León de 11 de diciembre de 2007, que denegaba la solicitada medida cautelar de suspensión de la Orden del Consejero de Economía y Empleo de la Junta de Castilla y León de 6 de junio de 2007, por la que se desestimaba un recurso de reposición contra una anterior Orden del mismo Consejero de 27 de junio de 2006, en la que se decretaba el mantenimiento de la suspensión de los trabajos de la empresa recurrente en la concesión de explotación “Rocal” nº 117 en Quintanilla de Enésimo (Valladolid), hasta que se dispusiera de una declaración de impacto ambiental favorable. 

Respecto a la sentencia de instancia, la recurrente alegó que la medida suspensiva de la explotación debía levantarse desde la óptica del “fumus boni iuris” (apariencia de buen derecho), ya que la explotación contaba con autorización y con proyecto técnico. Al respecto, el TSJ cita la STS de 5 de junio de 2000, que dice que para la aplicación de la doctrina del “fumus boni iuris” es necesario que concurran dos requisitos: la apariencia razonable de buen derecho en el recurrente y la falta de una argumentación sólida en la Administración que pretende destruir tal apariencia. Dice el TSJ que en este caso no se aprecia en la argumentación de la recurrente un supuesto de posible nulidad radical de las ordenes impugnadas, por lo que no puede entrar a jugar este instituto. Así, el TSJ justificó el mantenimiento de la suspensión indicando que los perjuicios que podían causarse por la paralización de la explotación minera no podían entenderse de imposible o difícil reparación porque siempre cabría repararlos mediante compensaciones económicas, dada la solvencia de la Administración para efectuarlas, y que en este caso serían superiores los posibles perjuicios que se causarían al interés público a consecuencia de la no ejecución del acto recurrido. 

El posterior recurso de casación se ampara en el art. 88.1.d) LJCA para aducir la infracción del art. 130.1 de la misma Ley, que dice que “Previa valoración circunstanciada de todos los intereses en conflicto, la medida cautelar podrá acordarse únicamente cuando la ejecución del acto o la aplicación de la disposición pudieran hacer perder su finalidad legítima al recurso”. La recurrente alega que no se apreciaron debidamente los riesgos que la suspensión de labores entrañaba para la subsistencia de la explotación, y que el interés público medioambiental quedaría satisfactoriamente garantizado con la medida cautelar solicitada, que se circunscribe a determinadas parcelas catastrales. 

El TS comienza por exponer los antecedentes fácticos, indicando que tanto la Asesoría Jurídica como el Servicio Territorial de Medio Ambiente de la Consejería de Economía y Empleo llegaron en abril de 2005 a la conclusión de que dicha explotación debía someterse al procedimiento de evaluación de impacto ambiental. La empresa recurrente presentó en agosto de 2005 un plan de restauración de las zonas ya explotadas y las zonas a explotar en el futuro, pero en mayo de 2006, el Servicio Territorial de Medio Ambiente remitió al de Industria, Comercio y Turismo un informe en el que concluía la no aceptación de dicho plan de restauración, al no ser conforme con el Decreto 329/1991, de 14 de noviembre, de Castilla y León, sobre restauración de Espacios Naturales afectados por actividades mineras, y justificaba la exigencia de que la explotación se sometiera al procedimiento de evaluación de impacto ambiental. Fue como consecuencia de este último informe que el Servicio Territorial de Industria, Comercio y Turismo de Valladolid acordó la suspensión provisional de los trabajos de la empresa concesionaria hasta que ésta contara con una Declaración de Impacto Ambiental favorable (FJ 2º). 

A continuación, el TS procede a realizar una ponderación de los intereses en juego, que le llevan a estimar el motivo. Dice que el procedimiento regular, salvo situación de urgencia o imprevista, debió haber sido que la Administración hubiera otorgado un plazo razonable para cumplir la nueva exigencia de evaluación de impacto ambiental, en lugar de una suspensión de la explotación. No se pueden deducir graves deficiencias en la explotación: la Administración señala únicamente la ausencia de un plan de restauración desde el inicio de la explotación hasta agosto de 2005 y que el último proyecto técnico presentado suponía cambios sustanciales (aumento de la producción, nuevas instalaciones de tratamiento y cambio en los usos o destinos de la producción). Sin embargo, ninguno de dichos motivos impidió a la Administración autorizar la transmisión. 

Por otra parte, y respecto a la medida cautelar de levantamiento de la suspensión provisional, el TS dice que el cumplimiento de la legalidad medioambiental como interés público genérico “debe decaer ante la realidad de una explotación que funcionaba regularmente y ante la limitación de la medida cautelar a determinadas parcelas de la explotación, que quedan fuera, según reconoce la Administración, del espacio de interés europeo “El Carrascal”, que sería uno de los objetivos de protección que justifican la exigencia de la declaración de impacto ambiental…”. Además, de surgir circunstancias fácticas nuevas de suficiente entidad, siempre podría la Administración solicitar la modificación o levantamiento de dicha medida cautelar.  (FJ 3º). 

En conclusión, dice el TS, “lo decisivo es que la suspensión adoptada y cuyo levantamiento cautelar solicita la parte, es una medida que se adopta por la Administración al comprobar la situación jurídica de una explotación minera regular, pero sin aducir una circunstancia medioambiental grave, nueva o imprevista, y sin que se trate tampoco de una medida adoptada como consecuencia de una supuesta infracción o de un procedimiento sancionador” (FJ 3º). 

Por lo tanto, el TS estima el motivo de casación y ordena la adopción de la medida cautelar solicitada de levantar la suspensión provisional de explotación de la concesión “Rocal” nº 117 en las parcelas catastrales 49.a), 51 y 52. El TS no hace condena en costas, conforme los arts. 95.3 y 139.1 y 2 LJCA. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 28 de julio de 2009 (rec. nº 2318/2005)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación planteado por la Comunidad de Regantes “Riegos de Levante Margen Derecha del Río Segura” contra la Sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 8 de febrero de 2005, que inadmitía en parte y desestimaba en el resto el recurso contencioso-administrativo formulado por la misma Comunidad de Regantes contra la Orden de 14 de noviembre de 2003, de la Consejería del Territorio y Vivienda de la Generalidad Valenciana, por la que se acuerda iniciar el procedimiento de elaboración y aprobación del Plan de Ordenación de Recursos Naturales (PORN) del Sistema de Zonas Húmedas del Sur de Alicante, y contra  el Acuerdo de 21 de noviembre de 2003, del Consejo de Gobierno de la Generalidad Valenciana, por el que se determina la forma de aplicación de las medidas cautelares previstas en el ámbito territorial afectado por el proyecto del Plan de Ordenación de Recursos Naturales (PORN) del Sistema de Zonas Húmedas del Sur de Alicante. 

Los motivos de la casación, que coinciden con aquellos del recurso contencioso-administrativo, son tres: 

a) Vulneración del artículo 33 de la Constitución Española: 

La Comunidad de Regantes considera vulnerado el derecho a la propiedad del art. 33.3 CE y la jurisprudencia constitucional y del TEDH al respecto, en la medida en que la disposición recurrida no reconoce un derecho a la indemnización. Alega que las tierras de los socios se hallan destinadas a actividades de naturaleza agrícola de extraordinaria importancia económica, destino que tras la aprobación del PORN se ve afectado por la exigencia de un previo informe favorable, preceptivo y vinculante, de la Consejería del Territorio y Vivienda, lo cual supone una restricción a la facultad de goce y disfrute inherente al derecho de propiedad sin que se halle previsto un mecanismo resarcitorio de los daños y perjuicios que se ocasione derivados de denegar la mencionada actividad agrícola. 

El TS cita al respecto una reiterada jurisprudencia del mismo Tribunal y del TC en relación con las indemnizaciones procedentes de la aprobación de los PORN; así, en la STC 170/1989, de 19 de octubre, se reconoce la facultad del legislador de configurar el derecho de propiedad fijando límites no indemnizables: en este caso el uso tradicional y consolidado del bien. Se trata de una técnica tendente a permitir la identificación del contenido esencial del derecho a la propiedad, y es utilizada tanto en la Ley del Suelo (art. 87), como en la Ley de Aguas. Habría, pues, delimitación del derecho a la indemnización, no vulneración del mismo, y en dicha delimitación se hallaría incluida la función social que el derecho de propiedad debe cumplir (art. 33.2 CE). 

Añade como esencial el dato de que no se haya producido todavía ningún daño concreto, en cuyo caso habría que valorar en cada caso si se está o no vulnerando el citado límite del uso tradicional y consolidado y, por lo tanto, invadiendo el contenido esencial del derecho. 

Así, sin concreción indemnizatoria, no resulta posible el establecimiento de la misma, por lo que el TS rechaza dicho motivo (FJ 3º). 

b) Falta de previsión de mecanismos resarcitorios, con vulneración de lo establecido al respecto por la Ley de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres (Ley 4/1989, de 27 de marzo) y la Ley de Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad Valenciana (Ley 11/1994, de 27 de diciembre).

En segundo lugar, la Comunidad de Regantes expone que la Sentencia recurrida es nula de pleno derecho por infringir el art. 11 de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestre (derogada en 2007, pero vigente al momento del litigio). Dicho artículo prescribía que “Las normas reguladoras de los espacios naturales protegidos determinarán los instrumentos jurídicos, financieros y materiales que se consideren precisos para cumplir eficazmente los fines perseguidos con su declaración”, y la parte recurrente considera incluido el derecho a la indemnización dentro del citado concepto de “instrumentos financieros”. La Sentencia de instancia sería nula por haber desconocido esta obligación de prever un mecanismo resarcitorio que la Orden de 14 de noviembre de 2003 por la que se acordaba iniciar el procedimiento de elaboración y aprobación del PORN no concretó. 

El TS desestima dicho motivo por las mismas razones que el primero: la inexistencia de una lesión antijurídica, injustificable y evaluable económicamente por causa de la aprobación por el Gobierno Valenciano de un Catálogo de Zonas Húmedas en el que ha incluido los terrenos de la sociedad actora (FJ 2º y 4º). 

c) Vulneración del principio de legalidad por la adopción de medidas cautelares no contempladas en la Ley. 

Finalmente, la Comunidad de Regantes considera nula la Sentencia recurrida por confirmar unos actos que infringen el principio constitucional de reserva de ley (art. 53.1, en relación con los arts. 9.3 y 33.2 CE y art. 51.1 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común). Así, la Orden de 14 de noviembre de 2003 prevé en su art. 2.3º la posibilidad de dictar medidas cautelares no tipificadas en la norma, y la Comunidad de Regantes considera que ello infringiría la citada reserva de ley. 

El citado precepto (art. 2.3º) establece más exactamente que "Las medidas cautelares contenidas en los párrafos anteriores podrán ser complementadas y especificadas, a propuesta de la Consejería de Territorio y Vivienda, con otras medidas de carácter particular (la cursiva es mía), en el caso de que las mismas se consideren imprescindibles para salvaguardar la consecución de los objetivos fijados por el plan de ordenación de los recurso naturales". 

En primer lugar, el TS considera necesario acudir al régimen de protección preventiva del art. 28 de la Ley de Espacios Naturales Protegidos de la Comunidad Valenciana, para comprobar el ámbito del mandato legal. Dicho artículo prevé una amplia serie de medidas cautelares que cabe adoptar determinadas por la iniciación del expediente de declaración de un espacio natural protegido o la iniciación del procedimiento para la elaboración de un instrumento de ordenación de espacios naturales (como es el caso). Con fundamento en dicho artículo, el TS concluye que en el art. 2.3º de la Orden de 2003 no existe una autorización para poder adoptar ex novo otras medidas diferentes de las ya previstas legalmente, sino “más bien, una autorización para poder adecuar o modular las citadas medidas a la situación del caso concreto mediante la adopción de otras medidas específicas que en modo alguno cuentan con autonomía e independencia, ya que, se insiste, su objetivo es complementar –mediante su adaptación al concreto y específico supuesto de hecho- alguna de las medidas cautelares contenidas en los párrafos anteriores”. 

En segundo lugar, el TS indica que dicha decisión de adaptación de las medidas cautelares exige una particular motivación, ya que como el mismo precepto indica, solo resulta posible “en el caso de que las mismas se consideren imprescindibles para salvaguardar la consecución de los objetivos fijados por el PORN”. Además, conforme al art. 28.2 de la Ley valenciana, se exige otro requisito subjetivo para dicha adaptación: la propuesta de la Conselleria de Medio Ambiente y una decisión del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma. 

En tercer lugar, el TS cita analógicamente el art. 129.3 de la Ley 30/92, donde se dice que “las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones al cuadro de las infracciones o sanciones establecidas legalmente que, sin constituir nuevas infracciones o sanciones, ni alterar la naturaleza o límites de las que la ley contempla, contribuyan a la más correcta identificación de las conductas o a la más precisa determinación de las sanciones correspondientes”. Añade que la finalidad de este precepto es idéntica a la del art. 2.3º de la Orden de 2003: la especificación, adecuación o adaptación al caso concreto en el marco del principio de legalidad. 

En último lugar, el TS cita la STC 42/1987, de 7 de abril, que interpreta el art. 25.1 CE (“nadie puede ser condenado o sancionado por acciones y omisiones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento”). En el marco de la potestad administrativa sancionadora, el TC indica que el art. 25.1 no puede ser tan estricto como en el marco del Derecho penal, dado el modelo constitucional de distribución de las potestades públicas, el carácter en cierto modo insuprimible de la potestad reglamentaria en ciertas materias y las exigencias de prudencia o de oportunidad que pueden variar en los distintos ámbitos de ordenación territoriales. Así, el TC considera que la reserva de Ley no excluye “la posibilidad de que las Leyes contengan remisiones a normas reglamentarias, pero sí que tales remisiones hagan posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la Ley…”. 

Por todas estas razones, el TS rechaza también el tercer motivo del recurso de casación (FJ 5º). 

Finalmente, el TS condena en costas a la parte recurrente conforme al art. 139.3 de la LJCA, con el límite de la minuta de Letrado de 2.500 €. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 7 de octubre de 2009 (rec. nº 204/2008)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación interpuesto por la UNIÓ DE PAGESOS DE CATALUNYA contra la Sentencia del TSJ de Cataluña (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª), de 13 de noviembre de 2007, que declaraba la nulidad de parte de la Ordenanza Municipal reguladora de la aplicación de estiércol, purines y lodos de depuradora, aprobada mediante Acuerdo de 7 de octubre de 2004 del Pleno del Ayuntamiento de Bordils. 

El recurso de casación solicitaba la nulidad de los apartados 3 y 4 del art. 4 de la citada Ordenanza, por considerar que habían sido dictados sin competencia municipal al respecto, infringiéndose por tanto el art. 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. Dichos apartados prohibían la aplicación de estiércol, purines y lodos en sábados, domingos y festivos durante el mes de agosto excepto en casos de emergencia y previa autorización municipal, y ordenaban su enterramiento en el plazo máximo de 24 horas desde su aplicación, excepto de junio a septiembre, meses en los que habían de enterrarse inmediatamente. La UNIÓ DE PAGESOS DE CATALUNYA argumentó que ya existía normativa estatal y autonómica sobre dichos aspectos, y que ésta no delegaba competencia alguna en los Ayuntamientos. Se trata del Real Decreto 261/1996, de 16 de febrero, sobre medidas para la protección contra la contaminación producida por los nitratos procedentes de fuentes agrarias, del Decreto catalán 205/2000, que desarrolla las previsiones de la citada normativa básica y concreta las épocas en las que no pueden aplicarse fertilizantes procedentes de fuentes agrarias y de la Orden del Consejero de Agricultura, Ganadería y Pesca de 22 de octubre de 1998, que hace referencia a los procedimientos para la aplicación de los fertilizantes (FJ 2º). 

El TS comienza por señalar que la concepción actual sobre el modo de determinación de las competencias municipales no es la vinculación positiva a la ley, que llevaría a que la Corporación Local sólo pudiera actuar en la forma en que previamente hubiera sido habilitada por el legislador sectorial, no pudiendo dictar una ordenanza sobre una materia sin la previa habilitación de éste para ello. Al contrario, y desde la cláusula de subsidiariedad prevista en el art. 4.2 de la Carta Europea de Autonomía Local de 15 de octubre de 1985 y conforme a una asentada jurisprudencia, rige la idea de la vinculación negativa, según la cual se permite al Ayuntamiento actuar dictando ordenanzas “en toda materia que sea de su competencia, si al hacerlo no contradice ni vulnera la legislación sectorial que pudiera existir”. Cita al respecto las SSTS de 21 de mayo de 1997 (rec. 5996/1992) y de 30 de enero de 2008 (rec. 1346/2004) (FJ 3º). 

Por esta razón, el TS desestima el motivo de casación, entendiendo que el Ayuntamiento no se ha excedido en sus competencias al establecer las normas recogidas en los citados arts. 4.3 y 4.2 de la Ordenanza cuestionada (FJ 4º), e impone costas procesales a la parte recurrente conforme al art. 139.2 de la LJCA, en cuantía limitada a los honorarios de Abogado (3.000 €) (FJ5º). 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 4ª), de 14 de octubre de 2009 (rec. nº 5229/2007)

Esta Sentencia se dicta a raíz de un recurso de casación interpuesto por los mismos recurrentes citados en la Sentencia anteriormente comentada: la UNIÓ DE PAGESOS DE CATALUNYA, y contra otra Ordenanza reguladora de aplicación de estiércol, purines y fangos de depuradora, esta vez del municipio de Vilabella, aprobada por Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento a 17 de mayo de 2005. El recurso aduce el mismo motivo de casación que en el anterior caso: la falta de competencia del Ayuntamiento para regular esta materia. 

El TS remite a los argumentos jurídicos anteriormente citados, es decir, a la vinculación negativa de la competencia municipal respecto de las leyes estatales y autonómicas (FJ 4º). Posteriormente, examina la cuestión en relación con los artículos impugnados para determinar que en ningún caso se está vulnerando la competencia de ninguna Administración (FF.JJ 5º y 6º), y desestima el motivo de casación imponiendo las mismas costas que en el anterior caso: 3.000€ conforme al art. 139 LJCA. 

- Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo contencioso-administrativo, Sección 5ª), de 6 de noviembre de 2009 (rec. nº 4938/2005)

En esta Sentencia se resuelve un recurso de casación de D. José contra la Sentencia del TSJ de Aragón de 18 de marzo de 2005 (rec. nº 908/2000) sobre concesión de aprovechamiento de aguas, que desestimaba un recurso contra la resolución de la Confederación Hidrográfica del Ebro de 22 de septiembre de 2000, que a su vez desestimaba un anterior recurso de reposición contra otra resolución anterior de 4 de mayo de 2000, que denegaba la concesión de un aprovechamiento de aguas en el término municipal de Zaidín (Huesca), fundamentándose en que el recurso hídrico cuestionado no era renovable, requisito fundamental para que pueda ser otorgada la concesión. El origen de las aguas era atípico y aleatorio, procediendo de filtraciones que normalmente no debían producirse. 

D. José alegó infracción de los arts. 60.3 y 60.4 de la LJCA y de la jurisprudencia, por haberse denegado en el proceso de instancia la ampliación del expediente administrativo y la admisión de ciertas pruebas documentales y testificales (FJ 3º). El TS examina estos dos motivos por separado. 

Respecto a la solicitud de ampliación del expediente administrativo, el TS dice que tal alegación carece de fundamento, ya que tal solicitud había de producirse conforme a los trámites previstos en el art. 55 LJCA, que regula un trámite previo a verificar antes de la demanda, y no con ocasión de ésta (FJ 4º). 

Respecto al rechazo de las pruebas documentales y la testifical, se trataba de un requerimiento a la Administración demandada de aportación de un listado de las concesiones de abastecimiento para cualquier tipo de uso otorgadas por la Confederación Hidrográfica del Ebro en los últimos cinco años y otro requerimiento a la citada Confederación Hidrográfica de aportación del expediente de una concesión de aguas otorgada en 1995. La testifical consistía en la declaración del Guarda de la Comunidad de Regantes de Zaidín. El TS determina, ratificando la decisión de instancia, que se trataba de medios innecesarios para la resolución del litigio, puesto que éste versaba sobre si el recurso hídrico concreto al que se refería la pretendida concesión era o no renovable. La aportación de expedientes de otras concesiones distintas a la cuestionada no podía servir de nada, pues cada solicitud de concesión debe ser examinada de forma singularizada, y está plenamente consolidada la jurisprudencia según la cual una ilegalidad no puede ser subsanada por otra, pues no existe el derecho a la igualdad en la ilegalidad (FJ 5º). 

Por tanto, el TS declara no haber lugar al recurso de casación y condena a D. José en costas por la cantidad de 2.000 €, conforme al art. 139.3 LJCA. 

4. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

- Proyecto de Ley de Economía Sostenible.  

El Proyecto de Ley de Economía Sostenible tiene como objeto una reforma estructural del ordenamiento jurídico en aras de favorecer el desarrollo económico sostenible (art. 1). La Ley concibe la economía sostenible como un patrón de crecimiento que concilie el desarrollo económico, social y ambiental en una economía productiva y competitiva (art. 2). 

La norma introduce una serie de principios reguladores de la acción de los poderes públicos para fomentar la sostenibilidad, entre los que se encuentra el ahorro y la eficiencia energética y la promoción de las energías limpias, reducción de emisiones y eficaz tratamiento de los residuos (art. 3). 

El Proyecto entra a reformar estructuralmente la Comisión Nacional de Energía, la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, la Comisión Nacional de la Competencia y la Comisión Nacional del Sector Postal (art. 8). En un plazo de tres meses, el Consejo de Ministros deberá aprobar un proyecto de ley por el que se modifique la legislación reguladora específica de cada organismo, adaptándola a las modificaciones operadas por la presente Ley (disposición final quinta), y se prevé también la creación de un organismo regulador del sector del transporte (disposición final sexta). 

Respecto al medio ambiente, el Proyecto dedica su Título III a regular un modelo energético y de transporte y movilidad sostenibles y la reducción de emisiones, principalmente las de efecto invernadero. También crea un Fondo para la Economía Sostenible para el apoyo a los particulares en desarrollo de los principios y objetivos señalados (art. 135). 

En lo que afecta al ámbito local, el Proyecto prevé reformar la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de Bases del Régimen Local en el sentido de introducir dos disposiciones, una de las cuales tiene relación con el medio ambiente: se prevé añadir a dicha Ley un nuevo artículo 84. bis indicando que el ejercicio de actividades, con carácter general, no ha de someterse a la obtención de licencia ni ningún otro medio de control preventivo, si bien esto podrá excepcionarse para las actividades que afecten a la protección del medio ambiente, patrimonio histórico-artístico o seguridad y salid públicas, siempre que la decisión de sometimiento esté justificada y resulte proporcionada (art. 45). 

- Proyecto de Ley de protección contra la contaminación acústica de Aragón (BOCA de 13 de octubre de 2009, núm. 169). 

El Proyecto de Ley del ruido aragonesa, actualmente en tramitación, desarrolla la Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, al amparo de la competencia compartida en materia de medio ambiente conforme al art. 75.3 del Estatuto de Autonomía de Aragón y de la competencia exclusiva de dicha Comunidad Autónoma para dictar normas adicionales a la legislación básica sobre protección del medio ambiente y el paisaje, conforme al art. 71.22 del citado Estatuto. 

La Ley reserva un papel destacado a los Municipios, en quienes reside la competencia para dictar ordenanzas municipales sobre contaminación acústica (art. 5.a), que podrán ampliar el grado de protección respecto a las previsiones contenidas en el Proyecto de Ley (art. 7.2). Se prevé la publicación de una ordenanza municipal tipo para su uso como referencia por los Ayuntamientos (disposición adicional tercera). En el caso de que los Municipios, por su tamaño o medios técnicos, no pudieran actuar sus competencias, se prevé la posibilidad de delegación o encomienda de éstas a las Comarcas mediante convenio (art. 8.1). 

El Proyecto incluye, asimismo, un Título relativo a la prevención y corrección de la contaminación acústica mediante medidas de sensibilización y planificación territorial (arts. 23 y 24). La Comunidad Autónoma puede declarar zonas de interés ecológico como paisajes sonoros protegidos, procediendo a su protección mediante planes específicos de protección (art. 25). 

Por lo demás, el Proyecto sigue las mismas pautas que las citadas Leyes sobre contaminación acústica catalana y castellano leonesa, estableciendo distintas áreas acústicas, zonas de servidumbre acústica y mapas de ruido. La norma regula también un régimen específico para la calidad acústica en las edificaciones (art. 32), y prevé la acreditación de entidades de evaluación acústica (art. 40). 

Actualmente, la Mesa de la Comisión de Medio Ambiente de las Cortes de Aragón admitió el 2 de diciembre a trámite las enmiendas presentadas al presente Proyecto de Ley (BOCA de 2 de diciembre de 2009, núm. 182).  
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